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          COMUNICADO No. 45
               Noviembre 20 y 21 de 2013

 


Negativa a solicitud de nulidad. Necesidad de motivar actos administrativos de desvinculación de empleados nombrados en provisionalidad en cargos de carrera, e iniciar los concursos de méritos pendientes en la Procuraduría General de la Nación

	  XI.  SOLICITUD NULIDAD SENTENCIA T-147/13 - Auto 273/13  (Noviembre 20)
         M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub  




La Corte Constitucional denegó la solicitud de nulidad presentada por el Procurador General de la Nación, de la sentencia T-147 de 2013 proferida por la Sala Séptima de Revisión de esta Corporación, toda vez que no se encontró probado que la Sala de Revisión al ordenar el reintegro del señor Bernardo Linares de Castro al cargo que venía desempeñando en provisionalidad en la Procuraduría General, contradijera lo estipulado en el Decreto 2591 de 1991. Recordó que en reiteradas ocasiones, esta Corporación ha ordenado por medio de acción de tutela el reintegro de un funcionario que estaba nombrado en provisionalidad al cargo que desempeñaba en el momento de su desvinculación, siempre y cuando no se haya motivado el acto de retiro, tal y como ocurrió en esta ocasión.  

Para la Corte, no es cierto que la Sala de revisión haya excedido las competencias otorgadas, al ordenar a la Procuraduría General de la Nación que en el término máximo de seis (6) meses contados a partir de la notificación del fallo, iniciara los trámites pertinentes para convocar el concurso o concursos públicos necesarios para proveer todos los cargos de carrera que en la actualidad son ejercidos en provisionalidad y frente a los cuales no se ha convocado concurso de méritos. No es acertado afirmar que en sede de revisión, las salas de revisión deban circunscribirse a la resolución del caso en concreto. Por el contrario, esto desconocería la naturaleza misma de la función asignada por el constituyente al máximo órgano de la jurisdicción constitucional cuya misión principal es la definición y alcance de los derechos fundamentales involucrados en el asunto y la unificación de la jurisprudencia. Es por esta razón que la Corte Constitucional puede tomar medidas que vayan más allá del caso concreto y que garanticen el goce efectivo del derecho fundamental, incluso, ordenando al Estado la adopción de políticas públicas necesarias para salvaguardar la efectividad de los derechos fundamentales. 

4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Alberto Rojas Ríos se apartaron de la decisión anterior, toda vez que en su concepto, procedía la declaración de nulidad de la sentencia T-147/13, por configurarse una vulneración del debido proceso, en razón de haberse excedido la competencia que le confiere la ley a las salas de revisión, para examinar los fallos de tutela que son seleccionados con tal objeto. 

El magistrado Guerrero Pérez observó que de acuerdo con el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991, las sentencias en que se revise una decisión de tutela solo surten efectos en el caso concreto, salvo que la Corte decida ordenar un efecto inter comunis, que no es el caso de la sentencia T-147/13, como quiera que aunque puede haber cierta conexidad con el asunto revisado en la sentencia cuya validez se cuestiona, la cuestión planteada en la acción de tutela se circunscribía a la ausencia de motivación en el acto de desvinculación del actor que ocupaba un cargo de carrera en provisionalidad. En manera alguna, el actor reclamaba la convocatoria y realización de un concurso de las dimensiones ordenadas por la Sala de Revisión, razón por la cual, es evidente que  en ese fallo, la Sala excedió la competencia que le correspondía la cual debía circunscribirse a decidir sobre el amparo de los derechos fundamentales invocados por el actor, sin adoptar decisiones sobre una materia que no había sido objeto de controversia en el curso del proceso de tutela. 

Por su parte, el magistrado Mendoza Martelo expresó su disentimiento con el pronunciamiento de esta Corporación, que negó la nulidad propuesta por el Ministerio Público por las razones que, sucintamente expuso enseguida: 
La nulidad deprecada plantea que el fallo de tutela contenido en la sentencia T-147 de 18 de marzo de 2013, proferida por la Sala Séptima de Revisión, desconoció los precedentes de la Sala Plena que le han dado alcance a las disposiciones del Decreto 2591 de 1991 que, inequívocamente, definen que la acción de amparo tiene naturaleza subsidiaria, esto es, que solo procede cuando el interesado ha agotado los recursos ordinarios con que cuenta para la defensa de sus derechos, salvo que se aduzca la configuración de un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela se podrá interponerse como mecanismo transitorio mientras por vía de los recursos ordinarios se resuelve definitivamente el asunto. 

A su  juicio, en el caso dilucidado se desconocieron los precedentes que informan el principio de subsidiariedad debido a que el demandante, quien fue desvinculado del cargo que desempeñaba en provisionalidad, motivándosele el acto de retiro en términos que se consideraron irregulares, no ejercitó los mecanismos judiciales ordinarios con que contaba, como la acción de nulidad y de nulidad y restablecimiento de derecho, previstas en el Código Contencioso Administrativo, sin que además hubiese alegado ni mucho menos demostrado la configuración de un perjuicio irremediable. Perspectiva bajo la cual la nulidad aducida ha debido prosperar. 

El incidentista también plantea que se le violó el debido proceso por cuanto en la parte resolutiva del fallo que reconoció el amparo se impartió la orden genérica de celebrar todos los concursos para proveer los cargos pendientes de ser provistos por esa vía, señalando para el efecto un plazo perentorio de 6 meses sin que en la actuación respectiva se hubiese planteado, ni muchos menos dilucidado, lo concerniente a la carrera especial que opera en la Procuraduría General de la Nación, lo cual se explica por qué el meollo de la cuestión litigiosa no tenía relación directa con dicha carrera sino, de manera específica con la motivación irregular de una decisión que retiró del servicio a un servidor público que estaba desempeñando un cargo de carrera. Esto es que el tema en controversia no era propiamente la carrera de la Procuraduría sino, en particular, la necesidad de motivar los actos de desvinculación de los funcionarios que se desempeñan en provisionalidad durante un específico término.

Apoyado en las anteriores precisiones el solicitante de la nulidad aduce que se violó su derecho al debido proceso y, de manera especifica, su derecho a la defensa por cuanto no tuvo oportunidad de controvertir ni mucho menos de explicar la forma como se desarrolla la carrera especial de los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación. A juicio del magistrado Mendoza Martelo, esta segunda razón sustentatoria de la solicitud de nulidad también ha debido prosperar por cuanto ciertamente en el proceso de tutela no se controvirtieron los lineamientos propios de la carrera especial de la Procuraduría, ni el estado actual de la misma, ni las fallas que se estuviesen presentando, ni los aspectos pendientes de surtir, motivo por el cual la orden que se impartió no se acompasa con el busilis de la cuestión litigiosa, circunscrita, se insiste, al tema de la motivación de la manera cómo debe producirse tratándose de los actos por medio de los cuales se retira a un servidor público que desempeña un cargo de carrera en provisionalidad. 

Por su parte, el magistrado Alberto Rojas Ríos consideró que a las Salas de Revisión no les está permitido extralimitar su competencia al efectuar la Revisión de Tutelas con violación de la conexidad material o congruencia (extra petición). Al evaluar la obligación de motivar actos de retiro de funcionarios nombrados en calidad de provisionalidad en cargos de carrera, no se puede proferir la orden de convocatoria a carrera de todos los cargos de dicho nivel en la Procuraduría General de la Nación. Lo anterior, por cuanto una sentencia proferida en sede de revisión, por mandato expreso de la Ley  solo puede abordar el análisis de la circunstancia particular que se plantea en la acción de tutela y la posible afectación de derechos fundamentales al accionante, y por tanto adoptar decisiones encaminadas exclusivamente a procurar la garantía y respeto de los mismos en el caso en concreto y frente al ciudadano tutelante. Máxime, cuando no se advierte que mediante la decisión se resuelvan múltiples acciones de amparo que revelen una posible conducta generalizada en la entidad accionada que permita afirmar con certeza que la misma situación generadora de vulneración de derechos fundamentales se adopte como política institucional. Estimó que en sede de tutela no es posible dictar decisiones de tal magnitud, con abstracción de la situación fáctica de los casos concretos a los cuáles se pretende proyectar el amparo. Por tanto, ha debido disponerse con sobradas razones jurídicas la nulidad de la Sentencia T-147 de 2013. 
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